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juezas Birriel Cardona y Surén Fuentes. 
 

Birriel Cardona, Jueza Ponente 
 

S E N T E N C I A  

 
En San Juan, Puerto Rico, a 29 de agosto de 2016. 

Comparece ante nos Ramón Vázquez Zapata (el 

peticionario), por derecho propio y quien se encuentra ingresado 

en una institución penal, mediante recurso de certiorari y solicita 

la revisión de la resolución emitida el 18 de febrero de 2016 por 

el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan 

(TPI), notificada a las partes el 19 de febrero de 2016. Mediante 

la referida resolución, el foro primario declaró no ha lugar la 

Moción al Amparo del Artículo 67 de la Ley 246 del 26 de 

diciembre de 2014 presentada por el peticionario solicitando la 

modificación de su sentencia conforme al principio de 

favorabilidad. 

Examinado el presente recurso, la totalidad del expediente 

y el estado de derecho aplicable ante nuestra consideración, 

denegamos la expedición del auto de certiorari. 
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-I- 

 Por hechos ocurridos el 14 de mayo de 2015, el Ministerio 

Público presentó una acusación contra el peticionario por 

infracción al Artículo 189 (Robo) del Código Penal del 2012. 

Posteriormente, el 25 de junio de 2015, el peticionario presentó 

una Moción sobre Alegación Pre-Acordada y su Alegación de 

Culpabilidad.1 En su consecuencia, en la vista de lectura de 

acusación y juicio en su fondo celebrada en esa misma fecha, el 

foro primario sentenció al peticionario a una pena de cuatro (4) 

años de cárcel, abonándose el término cumplido en detención 

preventiva y eximiéndolo del pago de la pena especial. Cabe 

señalar que el peticionario fue sentenciado bajo la vigencia del 

Código Penal del 2012. 

 Posteriormente, el 12 de febrero de 2016, el peticionario 

presentó una Moción al Amparo del Artículo 67 de la Ley 246 del 

26 de diciembre de 2014 (la Moción) solicitando que se 

enmendara la sentencia a tenor con el principio de favorabilidad 

y en virtud de la enmienda realizada al Código Penal a tenor con 

la Ley 246-2014, a saber, una reducción de 25% de su 

sentencia. Evaluada la moción y sin solicitar expresión alguna del 

Ministerio Público, el foro de instancia declaró no ha lugar la 

moción. 

 Inconforme con esta determinación, el peticionario acude 

ante nos mediante recurso de certiorari. En su recurso, el 

peticionario no esbozó señalamiento de error alguno y se limitó 

a reiterarse en los argumentos presentados en su Moción 

presentada ante el foro primario. 

                                                 
1 La alegación de culpabilidad realizada por el peticionario fue por violación al 

Tent. Art. 182 del Código Penal del 2012. 
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 El 14 de abril de 2016 emitimos una resolución 

otorgándole un término de diez (10) días al TPI para elevar los 

autos originales del caso. Tras recibir los mismos, el 25 de mayo 

de 2016 emitimos una resolución ordenando a la Oficina de la 

Procuradora General a presentar su alegato. 

El 30 de junio de 2016, la Oficina de la Procuradora 

General (la Procuradora), en representación del Departamento 

de Corrección presentó el escrito titulado Solicitud de 

Desestimación por Falta de Jurisdicción y Escrito en 

Cumplimiento de Orden. En primer lugar, arguyó que carecíamos 

de jurisdicción para atender el recurso ya que el peticionario no 

le había notificado el mismo, ni certificó su notificación al Fiscal 

de Distrito ni al Tribunal de Primera Instancia, por lo que, 

procedía la desestimación del recurso.  

Entendemos que es menester que le recordemos a la 

Procuradora General las disposiciones de la Regla 30.1 del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones (el Reglamento), 

4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, la cual crea el procedimiento especial 

cuando el promovente se encuentra ingresado en una institución 

penal y comparece por derecho propio. Veamos: 

Regla 30.1—Apelaciones de Confinados y de 

Indigentes 

 
(a) Cuando el apelante se encontrare recluido en 

una institución penal o institución de otra naturaleza 
bajo custodia del Sistema Correccional y apelare por 

derecho propio, la apelación se formalizará 
entregando el escrito de apelación, dentro del 

término para apelar a la autoridad que lo tiene bajo 

custodia. Dicha autoridad vendrá obligada a 
presentar inmediatamente el escrito de apelación en 

la secretaría del tribunal que dictó la sentencia y 
copia del mismo en el Tribunal de Apelaciones o en 

el Tribunal de Apelaciones, en cuyo caso remitirá 
copia del mismo al tribunal apelado. Al recibo del 

escrito de apelación, el Secretario(a) del 
tribunal sentenciador o del Tribunal de 
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Apelaciones lo notificará al(a la) Fiscal de 

Distrito y al Procurador(a) General. 

 
(B) Si el confinado entregara el escrito de apelación 

a los funcionarios de la institución con tiempo para 
ser recibido en el tribunal apelado o en el Tribunal 

de Apelaciones antes de vencer el término para 
apelar y dichos funcionarios dejan de darle curso, tal 

entrega equivale a una presentación del escrito de 
apelación dentro del término para iniciar el recurso y 

a la notificación al(a la) Fiscal y al Procurador(a) 
General. (Énfasis nuestro)  

 
En consideración a la referida Regla 30.1 de nuestro 

Reglamento, declaramos no ha lugar la solicitud de 

desestimación por falta de jurisdicción que presenta la 

Procuradora General, y por el contrario, acreditamos tenencia de 

jurisdicción. 

En segundo lugar, expresó que  el peticionario no tenía un 

reclamo válido bajo la Regla 192.1 de las Reglas de 

Procedimiento Criminal, 34 L.P.R.A. Ap. II. Aclaró que el 

peticionario había sido condenado bajo la vigencia del Código 

Penal de 2012 por el delito de robo, el cual conlleva una pena 

fija de veinte (20) años y que el efecto de la enmienda de la Ley 

Núm. 246 en el referido delito fue rebajar la pena fija a quince 

(15) años. No obstante, el peticionario había sido condenado a 

una pena de reclusión de cuatro (4) años, por lo que resultó ser 

una pena mucho menor que la que conlleva el delito de robo. 

-II- 

-A- 

El certiorari es un recurso extraordinario mediante el cual 

un tribunal de jerarquía superior puede revisar a su discreción 

una decisión de un tribunal inferior. Art. 670 del Código de 

Enjuiciamiento Civil de 1933, hoy conocido como Ley de 

Recursos Extraordinarios, 32 L.P.R.A. sec. 3491; Pueblo v. Díaz 

de León, 176 D.P.R. 913 (2009). El recurso de certiorari es 
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discrecional y los tribunales deben utilizarlo con cautela y solo 

por razones de peso. Pérez v. Tribunal de Distrito, 69 D.P.R. 4 

(1948).  

Esta discreción en nuestro ordenamiento jurídico ha sido 

definida como una forma de razonabilidad aplicada al 

discernimiento judicial para llegar a una conclusión justiciera. No 

significa poder actuar en una forma u otra haciendo abstracción 

del resto del derecho, porque ciertamente eso constituiría un 

abuso de discreción. Torres v. Junta de Ingenieros, 161 D.P.R. 

696 (2004).  

Con el fin de que podamos ejercer de una manera sabia y 

prudente nuestra facultad discrecional de entender o no en los 

méritos de los asuntos que son planteados mediante el recurso 

de certiorari, la Regla 40 del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, 4 L.P.R.A. Ap. XXII-B, R. 40 establece los criterios 

que debemos tomar en consideración al atender una solicitud de 

expedición de este recurso. La referida Regla dispone lo 

siguiente: 

El tribunal tomará en consideración los siguientes 

criterios al determinar la expedición de un auto de 
certiorari o de una orden de mostrar causa:  

  
A. Si el remedio y la disposición de la decisión 

recurrida, a diferencia de sus fundamentos, son 
contrarios a derecho.    

 
B. Si la situación de hechos planteada es la más 

indicada para el análisis del problema.   

 
C. Si ha mediado prejuicio, parcialidad o error craso 

y manifiesto en la apreciación de la prueba por el 
Tribunal de Primera Instancia.   

 
D. Si el asunto planteado exige consideración más 

detenida a la luz de los autos originales, los cuales 
deberán ser elevados, o de alegatos más elaborados.   

 
E. Si la etapa del procedimiento en que se presenta 

el caso es la más propicia para su consideración.   
 



 
 

 
KLCE201600485 

 

6 

F. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 

causa no causan un fraccionamiento indebido del 
pleito y una dilación indeseable en la solución final 

del litigio.   
 

G. Si la expedición del auto o de la orden de mostrar 
causa evita un fracaso de la justicia.   

 
En virtud de lo anterior, al evaluar un auto de certiorari 

este tribunal se guiará por los criterios arriba expresados y 

utilizará su discernimiento para entender o no en los méritos de 

los asuntos.  De ordinario, se respetan las medidas procesales 

que los jueces del TPI toman en el ejercicio prudente de su 

discreción para dirigir y conducir los procedimientos que ante 

ellos siguen.  

Los factores mencionados en la precitada Regla 40 nos 

sirven de guía para evaluar de manera sabia y prudente tanto la 

corrección de la decisión recurrida, así como la etapa del 

procedimiento en que es presentada, a los fines de determinar si 

es la más apropiada para intervenir. Torres Martínez v. Torres 

Ghigliotty, 175 D.P.R. 83 (2008). 

-III- 

Considerado el derecho antes expuesto y de los criterios 

establecidos en la Regla 40 de este Tribunal para la expedición 

del auto de certiorari, denegamos la expedición del recurso. 

La determinación del TPI no constituye un abuso de discreción o 

error en la aplicación de la norma procesal vigente que justifique 

nuestra intervención. A tales efectos, no habremos de intervenir 

con el manejo del caso por parte del foro sentenciador y 

sostendremos su determinación.  En vista de ello, denegamos la 

expedición del auto de certiorari solicitado.   

-IV- 

 Por las razones antes expuestas, se deniega del auto de 

certiorari solicitado.   
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Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


